Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Sr. Juan José Bentancor).- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 14 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 


“Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de ley por el que se autoriza a la 
Intendencia Municipal de Montevideo a convocar a una Licitación Pública Internacional cuyo objeto incluya 
la concesión de la gestión de la Sala de Juegos del Casino Municipal que funciona en el Hotel Casino 
Carrasco. (Carpeta N* 947/2007)” 


La Comisión de Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir al señor Ministro Interino de 
Economía y Finanzas, al señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, y a sus respectivos 
asesores, quienes han sido invitados para analizar el mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el 
cual se viabiliza la continuidad como productores de aquellos deudores agropecuarios morosos. En su 
momento se entendió conveniente —y fue una propuesta del señor Senador Couriel con la que se estuvo 
de acuerdo- tener de primera mano la información de ambos Ministerios, en este caso en las figuras del 
Economista Bergara y del Ingeniero Agrónomo Agazzi, quienes nos hablarán sobre las características de 
esta iniciativa. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente, hemos sometido a 
consideración del Poder Legislativo un proyecto de ley que procura seguir ayudando y encontrando 
instrumentos para aquellos productores agropecuarios que, en su momento, debieron recurrir al 
endeudamiento como mecanismo para dar continuidad a sus emprendimientos y que, a la luz de la crisis y 
de sus coletazos, llegaron a estar en situaciones de alta morosidad, lo que de alguna manera puso en 
jaque su posible continuidad. A la vez, se trata de compensar o tomar en cuenta también las repercusiones 
y los impactos que esto tiene sobre las instituciones prestamistas, en particular el Banco de la República. 
Quiere decir que tenemos que buscar los instrumentos que ayuden a dar continuidad a los 
emprendimientos y a los productores agropecuarios con alto endeudamiento, sin que eso afecte 
patrimonialmente, en particular, al Banco de la República, que en muchos casos es el principal acreedor. 


Hemos estado trabajando en el Poder Ejecutivo en base a pautas de tratamiento de la situación 
de deudores agropecuarios -sobre todo, de aquellos que deben menos de US$ 250.000- bajo distintas 
modalidades que han permitido ir resolviendo en estos dos años de trabajo una amplia mayoría de los 
casos, principalmente de productores con deudas menores. En ese sentido, diría que hay una amplísima 
solución al problema de los que deben menos de US$ 25.000. También hay una solución importante, que 
se extiende a través del llamado mecanismo “Uruguay Rural” -que es un trabajo de coordinación entre el 
Banco de la República y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca- a aquellos productores que deben 
hasta US$ 50.000. Asimismo, se ha resuelto un porcentaje importante de casos que deben entre US$ 
50.000 y US$ 250.000. Obviamente, a medida que se van resolviendo situaciones —diría que ya se resolvió 
más del 60% o 65%-, los casos que van quedando son los que presentan mayor complejidad. En este 
aspecto, lo fundamental es determinar la frontera entre los casos difíciles y los inviables. 


Entonces, mantenemos la lógica de las pautas que elaboramos en mayo de 2005, tratando caso 
a Caso el endeudamiento agropecuario, procurando generar mecanismos para ayudar a los deudores 
agropecuarios que, de buena fe, pasaron a tener situaciones de alto endeudamiento y que pretenden, 
también de buena fe, continuar su emprendimiento productivo. 


Este proyecto de ley apunta a incorporar un instrumento, que no pretende ser la solución del 
universo de los casos pendientes, pero sí tiende a dar una herramienta más que se mantiene dentro de esa 
lógica de ayudar a pagar al que desea hacerlo y de no perdonar al que no quiere pagar. Esta solución se 
concentra —como señalé hace unos instantes- en casos que comienzan a ser crecientemente difíciles 
desde el punto de vista de la situación concreta, y procura dar continuidad a un conjunto de productores 
agropecuarios con alto endeudamiento en sus emprendimientos. A su vez, a aquellos que definitivamente 
visualicen que no les va a ser factible el repago de sus créditos, se les va a dar un instrumento para que 
puedan seguir trabajando en su tierra y un horizonte suficientemente largo, de manera de aprovechar el 


capital humano que ello conlleva sin perturbar la situación de los acreedores. En ese sentido, nuestra idea 
se ha inspirado en una iniciativa de los señores Senadores Vaillant y Saravia en cuanto a buscar algún 
mecanismo por el que, de alguna manera, los deudores pusieran su tierra a disposición y se generara una 
forma de repago que, de ser viable a largo plazo, permitiría que los deudores recuperaran esas tierras. 
Intentamos trabajar en base a ese criterio y proponemos un nuevo mecanismo que, reitero, no pretende 
resolver los 900 casos pendientes, pero creemos que si permite solucionar algunos cientos de ellos, ya de 
por sí vale la pena. 


Básicamente, nos estamos concentrando en deudores entre US$ 50.000 y US$ 250.000 que 
cumplan una serie de requisitos, y tratamos de que el Banco de la República sea el principal acreedor, el 
acreedor relevante, o que tenga un acuerdo con los restantes acreedores. Proponemos la creación de un 
fideicomiso, que justamente será el vehículo a través del cual, una vez que voluntariamente se llegue a un 
acuerdo entre deudor y Banco de la República, se procese la dación de la tierra involucrada en las 
garantías. 


De esta forma, pueden generarse dos situaciones. Una de ellas es la de aquellos deudores que 
para repagar su crédito justamente necesitan cierta estabilidad y tiempo. Eso va a permitir, mediante algo 
muy similar a un leasing operativo, que se haga la dación de la tierra al fideicomiso en acuerdo con el 
BROU. Se cancelaría la deuda con esta institución y el deudor repagaría por un mecanismo de leasing, es 
decir, un componente de arrendamiento más lo que correspondería a un repago de la deuda en un plazo 
suficientemente largo, que nosotros planteamos que sea de veinte años. Esa sería la situación ideal, en el 
sentido de que estamos hablando de deudores agropecuarios que, si bien tienen un alto endeudamiento, 
por su perspectiva en la actividad agropecuaria durante los próximos años, la variación de precios de los 
productos agropecuarios, el valor de la tierra, etcétera, tienen la posibilidad del repago. El instrumento 
propuesto permite disminuir sustancialmente costos de transacción y viabilizar el repago de las deudas. 


El segundo caso posible es un poco más complicado. Refiere a un productor que procura 
mantenerse en su establecimiento —algo que a la sociedad debe interesarle en la medida en que debemos 
aprovechar el capital humano que esos productores traen consigo—, pero que en su perspectiva no tiene 
una capacidad que permita no solamente el pago de un arrendamiento sino el repago mismo de la deuda. 
Creemos que, aun en ese caso, este es un mecanismo hábil para cumplir algunos de los objetivos. 
También en este caso, en acuerdo con el BROU, se podría pasar la tierra involucrada en las garantías a un 
fideicomiso y, en ese esquema, el fideicomiso estaría otorgando un arrendamiento puro a estos 
productores que, si bien no van a tener la perspectiva de recuperar sus tierras, podrán seguir trabajando en 
el establecimiento durante veinte años. 


Obviamente, después habrá consideraciones paramétricas en cuanto a cómo determinar las 
variables relevantes de arrendamiento y repago, porque esto sólo es posible en la medida en que el 
fideicomiso obtenga el suficiente flujo de repagos que haga que sus cuotas parte puedan transarse. De lo 
contrario, es como hacerse trampas al solitario que el Banco de la República Oriental del Uruguay siga 
siendo el acreedor. La idea es resolver el tema de la deuda con ese Banco, dando la posibilidad a los 
productores con alto endeudamiento de repagar en veinte años o arrendar durante ese tiempo, pero eso 
también debe dar un cierto retorno a aquellos inversores potenciales compradores de las cuotas parte del 
fideicomiso. 


Hemos hecho algunos ejercicios numéricos que nos dan optimismo y esperanza en cuanto a que, 
efectivamente, bajo ciertas condiciones plausibles, es factible tener parámetros que permitan, por ejemplo, 
el repago de las deudas en algunos casos, la solución de arrendamiento puro en otros, con un flujo de 
retorno lo suficientemente atractivo como para que puedan transarse, razonablemente, las cuotas parte del 
fideicomiso que se crea. 


Como un mecanismo de seguro intertemporal —por decirlo de alguna manera—, ¿qué virtud tiene 
este esquema? Que al llevar todo a un único fideicomiso, de alguna manera estamos consolidando la 
situación de muchos productores y, por lo tanto, estamos diversificando y mitigando riesgos. Si esto se 
hiciera de manera individual y al proyecto le va mal, cae todo; en cambio, con este esquema, a muchos les 
irá bien y a alguno le irá mal pero, de esta manera, el fideicomiso puede cerrar sus parámetros. Para el 
caso de aquel al que le vaya mal, prevemos la posibilidad de involucrar al Instituto Nacional de 
Colonización que, de alguna manera, mantendría las condiciones que tenía el deudor que entra en una 
situación más complicada. Por un lado, esto permite garantizar el flujo de retornos al fideicomiso de manera 
que los inversores no se vean perjudicados y, por otro, que el Instituto Nacional de Colonización desarrolle 
las políticas para las que fue creado. 


Creemos que el proyecto en su conjunto, más allá de que podamos recorrerlo en sus detalles con 
el detenimiento que los señores Legisladores requieran, tiene la virtud de atacar varios puntos a la vez. 
Reitero que la iniciativa no pretende ser la solución de todos los casos aún pendientes, ante todo porque 
quizás algún caso no la tenga —cada vez nos aproximamos más a esa frontera en la que puede haber 
casos sin solución—, pero si este instrumento nos ayuda a resolver algunos de ellos, vale la pena llevarlo 
adelante. Además, de esta manera generamos un mecanismo que, quizás, después se pueda mantener en 
el largo plazo; me refiero a este esquema de fideicomisos con mecanismo de leasing operativo en 
inmuebles agropecuarios. 


Estimo que lo expuesto es suficiente como presentación del proyecto. Por lo tanto, quedo a las 
órdenes para cualquier consulta o sugerencia sobre el tema. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Heber) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Retomo la Presidencia y doy la bienvenida al señor Ministro interino de Economía 
y Finanzas, así como al señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca —viejo amigo de la Casa-, y 
a sus asesores, después de largas horas de trabajo con algunos de ellos. 


Dado que los señores Legisladores no tienen preguntas, la Presidencia desea plantear algunas 
dudas sobre el proyecto de ley. 


Hemos dado una rápida lectura a la iniciativa y nos gustaría saber si ustedes piensan que para el 
Instituto Nacional de Colonización son inviables muchas de las posibilidades planteadas, relacionadas con 
los casos de deudores que no pueden resolver claramente su situación económica a través del fideicomiso. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No; la idea no es que en el momento cero 
—por decirlo de alguna manera- el Instituto Nacional de Colonización opere sustituyendo a algún deudor, 
sino que solo es viable en la medida en que los inversores vean continuidad en el flujo de repagos. En la 
perspectiva, eso puede generar problemas si alguien piensa que hay un núcleo, aunque sea pequeño, de 
deudores que en el futuro van a tener problemas de repago, ya sea del arrendamiento puro o del leasing. 
Recién ahí, en casos de incumplimiento, es que nosotros pensamos que debe entrar o participar el Instituto 
Nacional de Colonización y, dicho de manera muy grosera, sustituir la figura del deudor y tomar los 
derechos de la opción de recompra de la tierra, en el caso de que existiera, o tomar la posibilidad de ser el 
que arriende, para el caso del arrendamiento puro. Es decir que recién en casos de incumplimiento 
entraría el Instituto Nacional de Colonización como para completar el panorama, cuando haya un núcleo de 
productores que no pueda seguir haciendo frente a sus obligaciones en este marco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que la franja que de alguna manera se está contemplando, según el 
literal e) del artículo 2*, llega hasta los US$ 250.000. Advierto que el Estado no hace ningún esfuerzo para 
comprender la situación de los productores que están por arriba de esta franja para que puedan 
reengancharse. Aclaro que no estoy dando una opinión; incluso, podría estar de acuerdo en ello. 


SEÑOR COURIEL.- Usted está usando la expresión “esfuerzo”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás podríamos hablar de “asistencia”. Me refiero a si el Estado está brindando 
asistencia a esos productores. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El tono de la pregunta está claro. 

Efectivamente, el Poder Ejecutivo ha priorizado ayudar a pagar o repagar los créditos a productores 
con alto endeudamiento hasta los US$ 250.000. Por supuesto que US$ 250.000 es un número arbitrario 
que fue fijado a la hora de discutir, en el año 2005, las pautas de tratamiento del endeudamiento, pero que 
en general respeta cortes de criterio de pequeños y medianos productores que históricamente han 
manejado las leyes que han tratado temas del endeudamiento. 


También hay que tomar en cuenta que si bien esto está pensado para deudores de entre US$ 
50.000 y US$ 250.000 —aclaro que los que deben menos están siendo tratados de manera favorable a 
través del Programa Uruguay Rural-, está claro que es un esquema en el que eventualmente, a través de 
un mecanismo de negociación con el Banco de la República —la clave del tema es un acuerdo voluntario 
entre los deudores y el Banco-, pueden instrumentarse herramientas para contemplar a aquellos que deban 


un poco más del límite establecido y hagan un esfuerzo de cancelación parcial para procurar entrar en este 
esquema por la diferencia. Es decir que aquí la clave del asunto es hacer un acuerdo voluntario con el 
BROU. Por lo tanto, quizás pueda haber una solución similar a la que está planteada para las realidades 
que estén cercanas a esta situación. No obstante, en estas cosas a veces hay que tener soluciones 
arbitrarias específicas donde poner un límite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad, pero los que hemos trabajado en algunos proyectos anteriores 
muchas veces vimos que el tema de las cifras o del monto se relativiza en función de los subsectores del 
agro. ¿Por qué? Porque para un pecuario esta es -no sé qué sucederá ahora con los precios que se están 
manejando- o era una cifra muy importante. Para quien se dedica a una explotación agrícola, quizás no es 
muy fácil llegar a estos montos. Simplemente digo esto porque coincido en cuanto al tema del límite; creo 
que algún límite debe haber. Generalmente, en todos los proyectos anteriores este es el límite que siempre 
se ha manejado y ahora quería conocer un poco el criterio empleado. 


Quisiera saber si los deudores de la banca privada estarían acogidos a esta situación o se trata 
básicamente de los que tienen deuda con la banca pública. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Con relación al límite básico, 
este proyecto de ley no innova nada porque desde las pautas de mayo del 2005 esto es lo que se está 
manejando. Y ya dijimos que no es lo mismo entre los distintos subsectores. En realidad, hasta ahora, en 
los distintos fideicomisos del Banco de la República, que es de donde tenemos más información, esto se 
ha venido trabajando, aunque los deudores sean mayores de US$ 250.000, con la flexibilidad de quien 
conoce el sector. Pensamos que este proyecto de ley, como no innova, va a seguir con esos criterios y nos 
parece que eso es correcto. 


SEÑOR COURIEL.- ¿La flexibilidad es a cargo del Banco de la República? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA..- A cargo del fideicomiso, de la 
situación concreta de la empresa deudora y de sus posibilidades. Hasta ahora hemos sabido que existen 
distintos mecanismos por los cuales se ha facilitado que se entre dentro del paraguas de los US$ 250.000, 
haciéndose cargo de una parte de la deuda. En realidad, esto no va a cambiar y los deudores que quedan 
con deudas de más de US$ 250.000 son muy pocos. En ese grupo hay ciento noventa con deudas hasta 
US$ 500.000 y ochenta o noventa por encima de esa cifra. Y estos datos tienen seis meses; quizás hoy 
sean menos deudores. 


Es lo que quería manifestar. 


SEÑOR GUERRERO.- Con respecto a una pregunta del señor Presidente relativa a si solo se comprendía 
la banca pública, deseo hacer la siguiente puntualización. El artículo 1% expresa que entre los sujetos 
activos, es decir, los acreedores, está la República Administradora de Fondos de Inversión S.A., AFISA - 
que es el Banco de la República-, el Banco Central y los Fondos de Recuperación de Patrimonios 
Bancarios, y ustedes saben mejor que nosotros, porque eran Senadores cuando se creó, que es de los 
bancos fundidos. Si bien eso está administrado por el Banco Central, se puede tomar como deudas de 
algunos bancos privados. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Complementando este punto, debo 
expresar que queda claro que comprendiendo al Banco de la República, sus fideicomisos y los Fondos de 
Recuperación Bancaria, a los que hacía referencia el doctor Guerrero, tenemos el 99% del universo 
problemático. Desde este punto de vista, no hay un problema a nivel de la banca privada activa. Por lo 
tanto, creemos que estamos atacando esencialmente el universo del problema. 


SEÑOR MICHELINI.- Si bien es un proyecto con pocos artículos, es un poco complejo entender su 
dinámica. Además, quizás este proyecto de ley debió ir también a la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Á su vez, queremos que tenga un trámite relativamente rápido porque si hay personas que precisan 
este instrumento, cuanto antes lo tengan mejor. De todas maneras, habría que hacer un repaso, por parte 
de algunos de nuestros asesores, de cómo sería la mecánica para que conste en la versión taquigráfica y 
nos ayude a la hora de la discusión en Sala. 


Entonces, me gustaría que nos informaran cómo actúa el Banco de la República en este tema; 
cuál es el papel del Instituto Nacional de Colonización; qué pasa con el inciso tercero del artículo 3", en 
donde se hace mención a cuando el crédito es menor al bien y hay otros deudores. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo que expresa el señor Senador Michelini 
es correcto, dado que el articulado es breve pero la mecánica o la operativa, como admiten varias 
alternativas, pueden considerarse complejas. Por tanto, solicitamos que el economista Polgar informe 
sobre las posibles variantes de la operativa y acerca de cómo quedarán los distintos agentes cuando esté 
funcionando este fideicomiso. 


SEÑOR POLGAR.- Este proyecto de ley viene acompañado de una exposición de motivos que intenta dar 
contexto y resaltar qué aspectos del breve articulado son innovaciones al marco jurídico actual. 
Básicamente, todo el articulado se apoya en una estructura convencional y está basado en el 
consentimiento del deudor y del acreedor. Lo que se habilita es una negociación para aquellos deudores 
que tienen su patrimonio ofrecido en garantía a una institución acreedora —aclaro que en esta iniciativa 
identificamos un conjunto de situaciones que tienen un problema de endeudamiento, por lo que la 
posibilidad de acceder a este mecanismo no está pensada para cualquier acreedor-, que en este caso 
refiere a los fideicomisos del Banco República, a los fondos de inversión originados en la crisis bancaria de 
2002 y a aquella cartera más antigua de recuperación de créditos pesados que todavía administra el Banco 
Central. 


Sobre la base de la voluntad, el mecanismo propuesto aporta como valor que el productor pueda 
demostrar, en la práctica, su voluntad de pago contra su patrimonio, que hasta el momento está en 
garantía. La tierra, que es la base de su explotación, tiene valor, pero el acreedor, para hacerse de ella, 
debe proceder al remate. Todos sabemos lo que esto significa en lo que tiene que ver con la destrucción de 
valor, con el deterioro de la unidad productiva, con lo que implica el trámite judicial, con las complejidades 
que presenta, con el capital humano que se destruye y con el drama social que subyace. Estos elementos, 
en parte, generan una resistencia en los propios acreedores para proceder al trámite del remate. En la 
práctica, hay un problema de coordinación entre los distintos acreedores —que pueden ser diversos-, similar 
al que se da en los casos de quiebra. Este mecanismo propone, como solución alternativa, que el deudor 
pueda hacerse cargo del pago de su deuda con su patrimonio, que hasta el momento está hipotecado, 
pasándolo al mecanismo del fideicomiso y quedando, en primera instancia, en propiedad de los bancos 
acreedores. Luego esto podrá transformarse en un instrumento de ahorro financiero o de inversión, al 
transferirse la propiedad y cambiarse sustancialmente la naturaleza de la temática del endeudamiento, 
ofreciendo al productor la certeza de que, en el mismo momento en que por medio de un contrato está 
pagando su deuda con su bien, que es base de su sustento, también obtendrá la posibilidad de la recompra 
de la tierra. Otro punto muy importante es que, aún sin acceder a la recompra porque el deudor no puede o 
no quiere hacerlo, contará con un contrato de arrendamiento por 20 años, que para una unidad familiar 
productora es un horizonte más que suficiente como para reordenar los esquemas de funcionamiento 
familiar y económico. 


En definitiva, lo que esta iniciativa ofrece es un mecanismo alternativo a la instancia del remate, 
cuya ventaja es que posibilita que la transacción se haga, dado que si no se lleva a cabo, nadie se 
beneficia. Ha quedado demostrado que el productor que tiene un campo hipotecado y embargado no 
puede desarrollar su producción y el único beneficio relativo sería el de la vivienda, lo que también estaría 
resuelto con esta propuesta. Además, se estructura de una forma tal, que desde su nacimiento contará con 
toda la credibilidad como instrumento financiero. Allí es donde se combina el rol específico que cumple el 
Instituto Nacional de Colonización, que sería el encargado de velar por el cumplimiento del contrato, 
adquiriendo los derechos del productor en caso de incumplimiento. Esto le da un marco adecuado, en tanto 
es el instrumento idóneo -eso es lo que nosotros pensamos, aun en esta nueva figura- que podrá 
garantizar el cumplimiento, según la naturaleza de los contratos que se firmen —porque no está obligado a 
ello-, teniendo en cuenta que queremos que termine siendo fuente de ahorro de los uruguayos. 


Por lo tanto, la otra innovación —más allá del mecanismo que se propone para sustituir el remate, 
dando las garantías, tanto al deudor como al conjunto de acreedores- tiene que ver con los artículos 8* y 
9" del proyecto. Allí se inscriben aspectos tributarios: por un lado, existe un tratamiento tributario especial 
para estos fideicomisos que vayan a ser creados como forma de facilitar su funcionamiento y, por otro, 
están los esfuerzos de parte del Estado para que este mecanismo se traduzca en una operativa viable y al 
menor costo financiero posible, porque hay contratos que si se volvieran muy onerosos serían inviables. 
Estos aspectos son los que se quieren resaltar y se recogen en la exposición de motivos como 
innovaciones legales de la propuesta que estamos poniendo a consideración de los señores Senadores. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Para complementar esta respuesta, que es 
compleja, creo que vale la pena imaginarnos dos o tres situaciones típicas. Una es la de un deudor que 
tiene su establecimiento, es decir, su tierra, como garantía de su deuda. En ese caso existen distintas 
posibilidades: que el valor de la tierra sea suficientemente importante como para ser mayor al de la deuda, 
o que sea menor que ésta. El arranque del proceso siempre deriva de una negociación con el Banco de la 
República, con el Fondo de Recuperación Bancaria o con el Banco Central, en el caso de deudas viejas 
administradas por éste. Recién en ese momento, cuando hay acuerdo entre el Banco de la República y el 
deudor, aparece el fideicomiso y, por lo tanto, ya hay un trabajo previo. Cuando ponemos al Banco de la 
República como ejemplo, aclaramos que pueden ser este Banco y otros acreedores menores que 
consientan la operación y que la viabilicen porque, seguramente, en la perspectiva de ir a ejecución, estos 
últimos no tendrían posibilidad de recuperar nada, ya que la primera hipoteca la tiene el Banco de la 
República. O sea que allí se abre una serie de posibilidades pero, en última instancia, es el deudor 
negociando con el BROU y, en ese caso, proponemos que tengan un instrumento que funcione de la 
siguiente manera: el BROU se recobra de manera inmediata, porque el acuerdo implica el pago de la 
deuda a dicha Institución. Por lo tanto, el Banco de la República -una vez que se firmen los contratos 
simultáneos entre deudor, acreedor y fideicomiso- como tal, como fideicomiso BROU o como Fondo de 
Recuperación Bancaria, queda automáticamente fuera del asunto, en sus balances cobra su deuda y, de 
esa forma, habrá negociado en las condiciones que voluntariamente este Banco haya definido en base a 
pautas, conquistas, etcétera. En ese esquema, el deudor consiente cancelar la deuda con el BROU, pero 
pone a disposición la tierra que fue garantía de esa deuda, la que va a ser dada a este fideicomiso de 
recuperación que se crea y una vez que este tiene la tierra, emite certificados de cuota partes. En una 
primera instancia debería dárselos al BROU, porque es el que cancela la deuda con la tierra, pero la tierra 
se la da al fideicomiso. Acá hay una “ficción” —entre comillas- entre el deudor que le da la tierra al BROU, 
con lo que cancela su deuda, el BROU que lleva la tierra al fideicomiso, y éste que le da una cuota parte 
del fideicomiso. En ese momento desaparece de manera instantánea el problema del endeudamiento 
agropecuario en términos de la relación BROU - productor. Ahora bien, ¿por qué es factible esto que 
venimos diciendo? Porque el horizonte de la actividad agropecuaria es positivo, porque la perspectiva del 
valor de la tierra apunta al alza y porque los precios internacionales son buenos. 


El deudor puede optar entre dos posibilidades. En la primera de ellas, algunos productores 
podrán pensar: “Esto me permite seguir en el establecimiento, con certezas, en un horizonte de veinte 
años. Y como tengo voluntad de pago, quiero y voy a pagar, estoy dispuesto a poner la tierra en este 
fideicomiso; cancelo mi deuda con el Banco de la República y mi endeudamiento en general, y opto por un 
esquema de leasing”. El deudor tiene la certeza de que en un esquema de leasing va a poder recuperar su 
tierra. Opera veinte años mientras arrienda y va repagando, porque se trata de un deudor que, en una 
buena perspectiva, lo que necesitaba eran veinte años para pagar. 


La segunda de las posibilidades es intermedia, en el sentido de que quizás el horizonte de ese 
caso concreto puede que no sea tan bueno y que a la larga resulte inviable el repago de la deuda, pero 
entonces ya queda fuera el Banco de la República Oriental del Uruguay -que ya cobró- y, en lugar de 
repagar la deuda, el deudor opta por una solución de arrendamiento: da la tierra y cancela la deuda. Pero 
es del interés de todos que ese productor continúe trabajando la tierra, aprovechando su capital humano y 
que se mantenga la situación productiva y social que todos deseamos. Por lo tanto, lo hace a través de un 
esquema de arrendamiento viable por la propia actividad agropecuaria. El productor pasa a trabajar en un 
establecimiento donde la tierra ya no es suya sino del fideicomiso; pero él ya no tiene deudas, lo que le 
permite operar de otra manera, con otra tranquilidad y, sobre todo, sabiendo que durante veinte años, en la 
medida en que vaya pagando un arrendamiento —reitero— viable, podrá mantenerse en la tierra. 


SEÑOR COURIEL.- Entendí perfectamente la situación del deudor, que entregó su tierra, pagará 
arrendamiento y un plus para poder recuperarla. Eso está claro. 


Lo que quiero entender se relaciona con la deuda que tenía el Banco de la República Oriental del 
Uruguay. ¿Qué recibe el Banco por ella? Al parecer, se le entrega un certificado que el fideicomiso le va a 
dar por la tierra que este recibió; luego, el Banco de la República va a poner ese certificado en su Activo. 
Pero desde el punto de vista de su liquidez financiera, ¿qué recibe? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En una primera instancia la entrega es al 
Banco de la República Oriental del Uruguay, pero como van a ser cuotas partes negociables, después el 
Banco podrá quedarse con el 100%, el 80% o el 50% de eso. No olvidemos que va a ser algo transable. La 
clave del asunto es que esas cuotas partes tendrán que ser remuneradas a través del flujo derivado de los 
pagos por arrendamiento y de los repagos de deuda mediante leasing. 


SEÑOR COURIEL.- Que deriva de cómo le vaya al fideicomiso. 
SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Exactamente, señor Senador. 


Es verdad que, en última instancia, esto solo es viable si hay inversores, incluido el Banco de la 
República Oriental del Uruguay, que prevean un flujo de repagos que remunere esa situación, lo cual va a 
depender de que el fideicomiso funcione, es decir, de que las actividades agropecuarias funcionen. Por 
esta razón decía anteriormente que la clave de todo este asunto está en que el horizonte de la actividad 
agropecuaria es positivo. Si estuviéramos pensando en un sector que estuviera en declive, este esquema 
no sería factible. 


¿Cuál es la virtud del asunto? En primer lugar, esto resuelve —en un instante y sin costo- aspectos 
que tienen muchos costos de transacción; me refiero a la coordinación de acreedores, la coordinación 
deudor-acreedor y el pasaje de manos de la tierra. Todo esto se resuelve en contratos simultáneos, en un 
momento; no hay cinco años de trámite judicial, ni problemas derivados de todo lo que conlleva el proceso 
de remate y liquidación, y no hay impuestos. Es decir que todo se resuelve, digamos, de manera 
instantánea, por lo que el horizonte de operación es incluso mejor que antes. Ahora bien, es verdad que 
esto tiene que funcionar. 


Si se procediera individualmente, el riesgo sería muy alto, porque a un productor le puede ir bien 
o mal. La virtud de esto es, precisamente, el generar un “pool” que diversifica riesgos: al depender de la 
remuneración de un fideicomiso que involucra múltiples actividades agropecuarias, es razonable pensar 
que los riesgos agregados sean menores y que estos se verán mitigados, diversificados. Entonces, si a 
algunos productores no les va bien, eso es absorbible dentro del esquema de diversificación de riesgos. 


A su vez —siguiendo con la descripción de la operativa-, para esos casos donde haya un 
productor arrendando de manera pura y que por ciertas razones pierde la posibilidad de seguir pagando el 
arrendamiento, existe la posibilidad de que el Instituto Nacional de Colonización lo “sustituya” —dicho esto 
entre comillas- y lo trate después —si no es a él, será a otro productor- como a un colono. 


Esto también tiene la belleza de que aun en el peor de los casos, la situación termina siendo que 
el Instituto Nacional de Colonización puede desarrollar, precisamente, una política de colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite el señor Senador Gamou —que estaba anotado para hacer uso de la 
palabra-, quisiera consultar acerca de qué cantidad de productores se piensa que pueden pasar a este 
fideicomiso. Deseo saber si hay algún cálculo aproximado como para poder señalar que se trata de mil, de 
dos mil o de doscientos casos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El universo total de las situaciones 
de esta naturaleza pendientes —entre US$ 50.000 y US$ 250.000- estaba entre 900 y 1.200. Este es el 
universo total, pero no pensamos que este instrumento sirva para todos los casos. Por eso decía que si 
algún ciento de situaciones se puede resolver de esta manera, esto ya va a valer la pena. 


Quiero hacer una acotación a este respecto. Si nosotros pensáramos que los parámetros 
previsibles de todo esto implican la inviabilidad, no lo estaríamos proponiendo. Hicimos algunos ejercicios 
hipotéticos -relativos al costo de arrendamiento y de repago, a tasas de interés razonables para el pago del 
fideicomiso y demás- que nos dan una perspectiva optimista respecto a que se trata de parámetros de 
mercado viables para la situación, la perspectiva del sector agropecuario y la valorización de las tierras. 


SEÑOR GAMOU..- Quiero hacer una pregunta relativa al tema de los veinte años. Vayamos a la hipótesis — 
que es la peor- del deudor que está muy comprometido y se le extiende una especie de contrato por veinte 
años. Por todo lo concerniente a la familia rural —porque quizás ese productor tenga hijos-, quisiera saber si 
se le va a dar alguna prioridad una vez vencido el plazo de los veinte años. ¿Se podría renovar ese 
contrato? ¿Hay algo previsto en ese sentido? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Frente a esta consulta quiero 
decir, concretamente, que veinte años es un plazo importante. Las pautas de mayo de 2005 habían 
establecido un plazo de diez años -voy a aprovechar para decir algo más al respecto, a la vez que contesto 
la consulta-, y esta herramienta, en realidad, estira los plazos en función de las razones que esgrimía el 


señor Ministro Interino de Economía y Finanzas relativas a la situación actual. Además, había un 
compromiso asumido de buscar caminos que permitiesen que la gente se quede en el campo. En este caso 
el mecanismo utilizado es el de estirar el plazo. Quiero señalar que, en realidad, este sistema tiene una 
virtud muy grande, porque otorga más tiempo a ese sector de deudores que no entraron en los 
mecanismos disponibles. 


¿Qué está pasando en la actualidad? Los deudores morosos no están en el Banco de la 
República sino que pasaron todos a AFISA. Ahora bien, ¿qué es AFISA? Otro fideicomiso que se creó por 
cinco años y termina dentro de poco. Cuando se estableció el fideicomiso, el momento del país era otro y la 
posibilidad que se encontró fue ofrecer un tiempo para negociar la deuda y, si no se podía pagar, se 
remataba. Por lo tanto, esta solución de estirar los plazos es una salida positiva al final de un instrumento 
que se creó en otra época. Además, en la actividad agropecuaria no solamente se pueden ver los 
aspectos económicos —recuerden los señores Senadores que en el conjunto de la deuda interna, esto 
representaba el 13% de los deudores-, sino lo que ocurre en el largo plazo. Como se suele decir, al fin y al 
cabo en la actividad agropecuaria la gente tiene la casa, el trabajo, los ingresos y la producción. El proceso 
de construcción y destrucción de empresas que se puede ver de una manera en la industria, en los 
comercios y en los servicios, debe observarse de otro modo en el sector agropecuario. Y las circunstancias 
nos permiten tener una mirada de más largo plazo y buscar una salida para que ese capital social “como 
ya se explicó- siga ligado a la actividad. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Voy a intentar cerrar los casos prototípicos 
de operación. 


Uno de ellos, es el de quien arrienda de manera pura durante veinte años. La tierra se mantiene 
durante ese período que, como decía el señor Subsecretario Agazzi, es un tiempo prudencial para 
acomodar las situaciones. En el caso de aquellos que no pueden pagar a los cinco, ocho o nueve años, el 
Instituto Nacional de Colonización de alguna manera toma la posta. 


El segundo caso posible es el de aquel que tiene una perspectiva mejor y no solamente se 
mantiene en la tierra durante veinte años a través de un arrendamiento, sino que ingresa en un mecanismo 
de leasing por el cual, además del arrendamiento, tiene un plus que permite ir repagando la deuda. 
Entonces, ese repago de deuda le da la opción de recompra de la tierra, es decir de que vuelva a su 
propiedad una vez pasados los veinte años. Igualmente puede ocurrir que le vaya mal a quien se arriesgó y 
tuvo ciertas perspectivas; en ese caso también podría entrar tomando la posta el Instituto Nacional de 
Colonización, que no solamente va a mantener una política de arrendamiento con los colonos, sino que 
también puede hacer uso del derecho de opción de compra. 


Estos son los dos casos que se pueden dar y la forma como entra el Instituto Nacional de 
Colonización, de manera subsidiaria, si hay incumplimiento. 


En la base de esto siempre están las cuotas partes del fideicomiso, que se pueden transar en el 
mercado de valores; en principio, el Banco de la República puede vender y compartir en su totalidad o 
parcialmente. El inversor que compre una cuota parte de este fideicomiso lo hace con la expectativa de 
recibir un flujo de retornos —un repago de esa cuota parte es a través de su rendimiento- que se derivan del 
pago de arrendamientos y de la cuota de leasing. Entonces, para garantizar la estabilidad se incorpora al 
Instituto Nacional de Colonización para que tome la posta en los casos de incumplimiento. 


SEÑOR GUERRERO.- Muy brevemente quiero contestar al señor Senador Michelini la pregunta que 
formuló sobre cómo opera el artículo 3". 


El artículo 3% dice que los acreedores tienen que ser las instituciones del artículo 1%; allí se 
expresa “cuando alguna de las entidades mencionadas en el inciso primero del artículo 1% de la presente 
Ley, o fideicomisos creados por éstos, tengan primera hipoteca sobre el inmueble del deudor o cuando 
sean primeros embargantes del deudor”. Esto último es fundamental, es decir que las tres instituciones 
tienen que ser los primeros embargantes o hipotecarios. 


Ahora bien, cuando el valor del inmueble es igual o inferior al valor de la deuda, la dación en 
pago opera de la misma forma jurídicamente que la ejecución hipotecaria, o sea que la persona queda sin 
gravamen, sin deuda. A su vez, el proyecto de ley establece que el acreedor lo deberá comunicar a los 
tribunales actuantes. Es evidente que ya están actuando los Tribunales de Justicia, ya que hay una vía de 


apremio y una ejecución hipotecaria. El acreedor comunica a los Tribunales y se suspende la ejecución de 
la persona. 


En el primer caso, cuando el valor del crédito sea superior al inmueble no habría problema porque, 
por ejemplo, un acreedor que venga en orden de prelación por detrás, igual no iba a cobrar; es decir que no 
se va contra el derecho de nadie. Insisto que si una persona es embargante o tercer embargante por un 
monto muy inferior, igual no va a cobrar, sino que lo hará el primero. 


Cuando el valor de crédito sea inferior al valor del inmueble, hay que ponerse de acuerdo con los 
acreedores posteriores, porque de lo contrario no se podría operar ya que estaríamos violentando el 
derecho de posibles acreedores que van atrás, lo cual sería realmente inconstitucional. 


SEÑOR COURIEL.- No tengo inconveniente en que se realicen preguntas, pero me gustaría que se hiciera 
un brevísimo repaso artículo por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero plantear dos interrogantes que me surgen de lo que hemos conversado. 


La primera tiene que ver con los llamados deudores contumaces. Supongo que habrá 
mecanismos para que quienes se han aprovechado de una situación y que no han actuado lealmente ni 
con el Estado, ni con el Banco de la República, ni con el Banco Central, no encuentren en esto un 
instrumento como para seguir en donde, a mi juicio, no deberían estar. Me refiero a los productores 
anteriores a la crisis del 2000-2002, es decir, aquellos que vienen de la época de la dictadura 
“bicicleteando” en los Juzgados con chicanas judiciales; sería muy triste para todos que nuevamente 
buscaran en esto una solución. Supongo que tiene que haber un acuerdo en ese sentido -como decía el 
señor Ministro-, como forma de evitar que se metan en un fideicomiso donde se busca encontrar una 
solución que, digamos, no es para los “vivos”. Esta es mi primera consulta. 


La segunda interrogante es la siguiente. Supongamos que el productor no puede pagar los 
arrendamientos y fracasa, quizás por falta de capital de giro, y termina, como última instancia, en el 
Instituto Nacional de Colonización como colono, como arrendatario. En ese caso, se produciría una suerte 
de arrendamiento de la fracción, porque quizás el Instituto pueda entender que dicha fracción tiene 
dimensiones que superan las que promedialmente tiene y deberá trabajar como arrendatario. Entonces, mi 
pregunta es: ¿se trata de una adecuación al manejo de tierras en la política de colonización del Instituto? 
Es decir, ¿esto se va a adecuar? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En cuanto a la primera consulta, debo decir 
que justamente nosotros no queríamos generar un mecanismo que no discriminara entre aquellos que 
efectivamente tienen vocación y voluntad de pago y los que no las tienen. Creemos que este es un buen 
sistema de discriminación por una sencilla razón: el productor está poniendo su tierra sobre la mesa. Un 
deudor contumaz difícilmente lo haga y, si lo hace, conceptualmente deja de ser contumaz. 


En segundo lugar, este tema es como lo señala el señor Presidente, es decir, una vez que esto 
pasa al Instituto Nacional de Colonización, éste —en base a sus propias políticas- podrá tomar las 
resoluciones que entienda convenientes respecto a las fracciones, a la determinación de colonos y demás. 
Seguramente, habrá algún tipo de prioridad por parte del Instituto, en el sentido de dar cierta continuidad al 
mismo productor -si califica como colono y si tiene una buena actitud y vocación de resolver los temas 
razonablemente- en el mismo predio, o en uno que se fraccione, etcétera; en definitiva, esto dependerá de 
las políticas que aplique el Instituto a este nivel. 


En cuanto a la solicitud que hacía el señor Senador Couriel en el sentido de hacer un breve 
repaso de los nueve artículos del proyecto de ley, le voy a solicitar a los señores asesores Polgar y 
Guerrero que hagan una descripción de cada disposición. 


SEÑOR GUERRERO.- El artículo 1? establece quiénes son los sujetos acreedores de estos créditos. Estos 
acreedores son AFISA —que es una sociedad anónima con paquete accionario del Banco de la República y 
que hoy es acreedora de todos los deudores agropecuarios que tuvieron deudas originalmente con dicho 
Banco-, los Fondos de Recuperación de Patrimonio Bancarios y el Banco Central del Uruguay. En este 
artículo se establece un aspecto sustancial de este proyecto de ley cuando se establece: “podrán aceptar 
para la cancelación total o parcial de los créditos otorgados en el sector agropecuario”, y luego habla de la 


dación en pago. Por su parte, el inciso segundo del artículo 1% establece: “Dicha transacción podrá ser 
realizada directamente” —por estas instituciones— “o actuando a través de un fideicomiso”. Como en toda 
ley, aunque no esté explícito, es residual el Derecho común y, por lo tanto, los fideicomisos ya están 
habilitados porque ya fueron creados por una norma legal. 


SEÑOR COURIEL.- Se crearía un nuevo fideicomiso y estaría fuera de los que están acá. 


SEÑOR GUERRERO.- Lo del Banco Central no es un fideicomiso. Yo decía que el Derecho habilita a que 
se creen fideicomisos y por ello estas instituciones pueden hacer uso de este instrumento. 


El artículo 2? habla de los supuestos acumulativos que deben existir entre la relación deudor- 
acreedor y el monto del crédito para que esto se lleve adelante. Si los señores Senadores lo desean, puedo 
leer los literales de esta disposición, pero me parece que son totalmente descriptivos y taxativos. 


El artículo 3% -fue el que expliqué recién- opera con el mismo efecto que una ejecución 
hipotecaria cuando el crédito es superior o inferior al valor del inmueble rural que se pone en dación de 


pago. 


El artículo 4% -que explicaba hace un instante el Ministro Interino de Economía y Finanzas- 
establece que el Instituto Nacional de Colonización ingresa como fiador solidario que subroga a la persona 
que hizo el negocio con el acreedor y, siguiendo el procedimiento previsto en el Decreto-Ley de 
Arrendamientos Rurales del año 1975, podrá disponer el desalojo. Aquí se dice que el Instituto tendrá la 
facultad de desalojar, por lo que puede no desalojar y arreglar directamente con el deudor, que pasaría a 
ser un colono. Creo que eso es viable y tiene facultades para hacerlo. 


El artículo 5* dispone de un plazo de veinte años, que nosotros entendimos que era un lapso 
razonable. 


(Dialogados) 


En el artículo 6% se establece un tope del 3% para la renta anual en el caso de los 
arrendamientos. Esa fue una gran preocupación de las gremiales rurales que vinieron a conversar con 
nosotros, porque el problema es el valor del arrendamiento. Se hizo un estudio y se determinó que el 3% 
del valor del mercado, por lo menos en el tema del arrendamiento, es totalmente sustentable dada la 
situación actual del mercado. 


Solicitaría, señor Presidente, que el señor Polgar hiciera referencia a estos temas fiscales. 


SEÑOR POLGAR.- Como recién se señalaba, en el artículo 6% se fija un máximo del 3% en el caso del 
arrendamiento y, como el plazo es muy largo, se prevé que eso se vaya ajustando por el índice de precios 
de productos mayoristas relevantes calculado por el Instituto Nacional de Estadística. 


El artículo 7* dice que, si ya existen contratos de leasing, se fijará un máximo para la última cuota 
pautada en el caso de repago. No se culminará el proceso de adquisición o recompra de la propiedad 
dejando un monto muy oneroso para el final, porque eso le quita dinámica al proceso, que se vuelve menos 
creíble. Por ello se estipula que la última cuota no exceda el 50%. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera explicar cómo funciona lo 
establecido en el artículo 7”. Así como discriminamos entre contumaces y quienes tienen vocación de pago 
mediante el mecanismo de poner la tierra sobre la mesa, queremos distinguir entre quienes hacen un 
arrendamiento puro y quienes realizan la recompra de la tierra. En la recompra hay un componente de 
arrendamiento —que es el mismo que en el otro caso— y una cuota de repago. Ahora bien, si esa cuota tiene 
un valor de US$ 0,5 —es decir, durante veinte años se paga ese monto-—, y la opción de compra vale el 90% 
del valor de la tierra, ese no es un mecanismo de discriminación. Además, no generaría un esquema 
razonable de retorno para los cuotapartistas del fideicomiso. El que realmente entre en la vía del leasing 
operativo debe tener una diferencia sensible con aquel que hace el arrendamiento puro. Por lo tanto, el 
valor de la última cuota en la opción de compra no puede ser el 90% del valor de la tierra y en el artículo 7? 


fijamos que no supere el 50%. Eso implica que se está repagando por lo menos el 50% de la tierra en el 
correr de los veinte años. 


SEÑOR POLGAR.- En el artículo 8% se encuadra el mecanismo dentro del régimen tributario general. 


Se marcan los aspectos comunes al régimen tributario general y los específicos. En el artículo 
9%, parte del esfuerzo que se hace desde lo fiscal para este mecanismo, tiene que ver con el 
establecimiento de un régimen de exoneraciones que recaiga sobre la operación. Algunas cosas tienen que 
ver con la transacción de constitución rápida y no onerosa del mecanismo alternativo del remate, que es 
exonerar la transferencia de bienes inmuebles actualmente hipotecados al fideicomiso, la actividad misma 
del fideicomiso y, como incentivo para abaratar toda la operación —lo que, en definitiva, beneficia al propio 
productor—, se exonera en las rentas al beneficiario del fideicomiso, es decir, aquel que compre los papeles 
del fideicomiso, por las rentas que tenga. En ese sentido, el beneficiario de esos papeles tendrá el mismo 
tratamiento que si hubiera comprado, a los efectos tributarios, un papel de deuda pública. 


SEÑOR BARÁIBAR.- A través de la exposición de motivos y las manifestaciones de quienes hoy nos 
visitan, creo que han quedado claros los objetivos de este proyecto de ley, que son absolutamente 
compartibles. Pero también, dada la explicación realizada, se demuestra que hay una cierta complejidad en 
la instrumentación de esta iniciativa. Tengamos en cuenta que la contraparte, es decir, el sector de 
productores agropecuarios, en su gran mayoría está en el campo o no tiene asesoramiento especializado 
cercano para la propia mecánica de este proyecto de ley. Por estas razones, pienso que tanto el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, como el Instituto Nacional de Colonización, deberán realizar una gran 
labor informativa para explicar el proyecto. 


Asimismo, y a raíz de los contactos que se han mantenido, quisiera saber cómo han tomado las 
gremiales esta iniciativa. Creo que, además, las gremiales van a tener que cumplir una gran labor docente 
y de explicación de este proyecto de ley a sus socios, para que sepan lo que tienen entre manos. Reitero 
que quisiera saber, concretamente, cuál es la opinión que tienen las gremiales agropecuarias sobre esta 
iniciativa. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Se trata de un tema que hemos 
tratado con las gremiales agropecuarias a las que les hemos preguntado su opinión sobre la idea política. 
En realidad, ellas nos han hecho saber que, por tratarse de un mecanismo facultativo que cada productor 
puede tomar o no, es una herramienta más. A raíz de lo que sucedió después -en la medida en que hemos 
ido discutiendo y las gremiales saben que estamos trabajando- es que hemos recibido muchísimas 
consultas. Estamos convencidos de que no vamos a hacer trabajar al Poder Legislativo con poco 
rendimiento; habrá gente interesada que ya pregunta por detalles de este instrumento. En realidad esto 
tiene una cantidad importante de facilidades; para empezar, el 3% como tope de la renta es muchísimo 
menos que la renta del mercado que se paga actualmente. También se apunta a que se trate de un 
promedio temporal, ya que las rentas de hoy son de fantasía, aunque después no lo serán tanto. 


Además, se aleja ese fantasma del problema del endeudamiento, que es el remate al mejor 
postor, lo cual tiene un componente objetivo y otro subjetivo. En todo caso, la salida de esto la tiene el 
propio productor cuando puede recomprar su tierra o, al fin y al cabo, lo serán las políticas públicas de 
acceso a la tierra que involucran al Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A raíz de lo que ha dicho el señor Subsecretario se me ha ocurrido otra pregunta 
para poder entender este tema. ¿Qué pasa cuando hay un productor que debe al Banco Central por haber 
tenido deudas con el Banco La Caja Obrera y, además, al Banco de la República Oriental del Uruguay? 
¿Esto puede generar la unificación de su deuda para entrar en el fideicomiso? ¿Es factible? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Así es, señor Presidente, eso 
es posible. 


Quiero expresar que, en realidad, estos pocos artículos tienen una densidad técnica muy grande; 
quiero tranquilizar a los señores Legisladores porque hemos trabajado muchísimo con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, sobre aspectos jurídicos, y con nuestros técnicos del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Aquí se han dispuesto algunos mecanismos que ofrecen garantías, por ejemplo, para 
fijar el valor catastral de un predio. Esto fue objeto de todo un trabajo que hicimos junto con la Dirección 
Nacional de Catastro, porque se trata del valor de mercado, pero fijado por esta Dirección; no es el valor de 


catastro. Reitero que detrás de todo esto hay mucho trabajo con el que estamos comprometidos; hay 
algunos aspectos que se dicen y otros que no, pero tienen la misma intención que los artículos establecen. 


SEÑOR COURIEL.- Como primera impresión, uno tiene la sensación de que estamos ante un proyecto de 
ley muy bueno. En un tema tan relevante como el endeudamiento interno; parecería que por primera vez 
en el país, después de tantos años, estamos tratando de resolver prácticamente la mayoría de los casos. 
De manera que, desde ese punto de vista, en la Comisión buscaría poder avanzar lo más rápido posible en 
el tratamiento de la iniciativa. La pregunta es cuántas instituciones han solicitados ser recibidas por este 
Cuerpo. De pronto, las podríamos escuchar el jueves de la semana que viene. Si fuese posible, 
terminaríamos de recibir a todas las delegaciones en esa oportunidad y así podríamos avanzar en el 
tratamiento del proyecto de ley. 


Por otro lado, si la iniciativa es tan compleja, de pronto nos ayudaría la presencia de los asesores 
en la Comisión cuando concurran las correspondientes delegaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia tenía pensado primero liberar a los invitados para luego abordar 
este tema de trabajo de la Comisión, con el que quizás no tiene nada que ver la delegación del Poder 
Ejecutivo. 


La última pregunta planteada sí tiene que ver con la delegación del Poder Ejecutivo, pues refiere 
a la posibilidad de contar con un asesor para trabajar juntos. Creo que eso sería bueno llevarlo a la práctica 
cuando pasemos a votar los artículos, porque no vamos a pretender que el Poder Ejecutivo mantenga una 
polémica con las delegaciones cuando las recibamos. Escucharemos a los invitados y, si existe alguna 
duda, cuando vayamos a votar los artículos sí vamos a pedir que esté presente alguno de los asesores que 
hoy nos han ayudado a comprender bien el proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente, como bien decía el señor 
Subsecretario Agazzi, la densidad técnica del articulado amerita todo el apoyo que nosotros podamos 
brindar. En ese sentido, también contamos con el apoyo, no solamente de nuestros servicios técnicos en el 
terreno económico y jurídico de los dos Ministerios, sino también de profesionales como los doctores 
Ricardo Olivera García y Carlos de Cores, lo que profundiza la tranquilidad que tenemos en cuanto a 
aspectos técnicos, entre otros. 


De más está decir que tanto nosotros como los asesores -en principio, el economista Polgar, y 
descuento que también el doctor Guerrero, quedan como contactos respectivos- estamos a las órdenes 
para todo lo que los señores Senadores necesiten a la hora del tratamiento parlamentario del proyecto de 
ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, agradecemos la presencia de los representantes de 
los Ministerios de Economía y Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


(Se retiran de Sala los representantes de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca.) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 11y 30 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


